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Panel integrado por su presidente el Juez Bermúdez Torres, la Juez 
Nieves Figueroa y la Jueza Soroeta Kodesh.  
 

Nieves Figueroa, Juez Ponente 
 

SENTENCIA EN RECONSIDERACIÓN 
 

 En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

 Vista la Moción de Reconsideración presentada por el señor 

Silva, se declara Ha Lugar. Se deja sin efecto nuestra Sentencia del 

8 de mayo de 2018, y se emite Sentencia en Reconsideración. 

I. 

Comparece ante nosotros el señor Ramón Silva Rodríguez (en 

adelante “señor Silva” o “apelante”), mediante recurso de apelación.  

Solicita la revocación de la Sentencia emitida por el Tribunal de 

Primera Instancia, Sala de Ponce (en adelante “TPI” o “Tribunal”), 

mediante la cual el Tribunal desestimó la Demanda sobre daños y 

perjuicios que presentó contra el Gobierno de Puerto Rico (en 

adelante “Estado”) por entender que la misma era nula al no haberse 

adherido y cancelado los aranceles correspondientes en el momento 

de su presentación. 

 Examinados los escritos presentados, así como el derecho 

aplicable, acordamos revocar la Sentencia apelada. 
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II. 

 Surge del expediente ante nuestra consideración que, el 5 de 

diciembre de 2013, el señor Silva presentó una Demanda sobre 

daños y perjuicios contra el Estado y varios funcionarios del 

Departamento de Corrección.  En su comparecencia, el señor Silva 

hizo constar que lo hacía “por derecho propio y en forma pauperis”.1  

Luego de presentada la Demanda, la cual no fue rechazada por 

funcionario alguno de la Secretaría del TPI, el 17 de diciembre de 

2013 se expidieron los correspondientes emplazamientos. 

 Luego de casi tres años en trámites procesales, el 1 de junio 

de 2016 se celebró una Continuación de Conferencia con Antelación 

a Juicio y Vista Transaccional.  De la Minuta-Resolución que obra en 

el expediente se desprende que las partes realizaron gestiones para 

deponer al apelante, mas estas resultaron infructuosas.  También 

surge que en cierto momento el apelante había conseguido 

representación legal, pero este tuvo que renunciar debido a un 

conflicto ético.  Por eso, el Tribunal le concedió al señor Silva hasta 

el 1 de agosto de 2016 para conseguir nueva representación legal.  

Además, el TPI señaló una vista de seguimiento para el 10 de agosto 

de 2016.  En ese momento, la representación legal del Estado 

planteó que se había percatado que en la Demanda no se habían 

cancelado los aranceles de presentación, por lo que habría de 

solicitar la desestimación.  No obstante, el TPI concedió 30 días al 

apelante para consignar los aranceles.  Además, ordenó a 

Corrección a que, en el término de 10 días, retirara de la cuenta de 

comisaría del apelante la cantidad correspondiente a los aranceles, 

so pena de desacato o recibir sanciones económicas a favor del 

apelante.2 

                                                 
1 Véase, pág. 1 del apéndice del recurso. 
2 Véase, Minuta-Resolución, págs. 19-24 del apéndice del recurso. 
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 Así las cosas, el 2 de junio de 2016, el Estado presentó una 

Moción para que se Declare Nula la Demanda Presentada por No 

Cancelarse los Aranceles de Presentación.  Alegó que señor Silva no 

había cancelado los aranceles correspondientes a la presentación de 

la Demanda, tampoco había solicitado comparecer in forma 

pauperis, ni se le había eximido de realizar dicho pago.  Además, el 

Estado argumentó que el hecho de que el apelante estuviera 

confinado no lo eximía automáticamente del pago, pues tenía que 

acreditar su indigencia y obtener la aprobación del Tribunal.  Por tal 

razón, por entender que la ausencia del pago de los aranceles 

provocó la nulidad de la Demanda, el Estado solicitó su 

desestimación. 

 El 16 de junio de 2016, el señor Silva presentó una Urgente 

Moción en Oposición a que se Declare Nula la Demanda.  Alegó que 

cuando radicó la Demanda indicó expresamente en la 

comparecencia que lo hacía in forma pauperis y el TPI no rechazó la 

misma, sino que procedió con todos los trámites de rigor.  Sin 

embargo, reconoció que en la actualidad contaba con dinero en su 

cuenta de comisaría para hacer el pago, pero “para ello es necesario 

que medie... una orden judicial” porque “por estar privado de su 

libertad... está imposibilitado de realizar por su propia cuenta el 

trámite para el pago del arancel”.3 

Posteriormente, el 5 de julio de 2016, el señor Silva presentó 

una Urgente Moción Informativa, con fecha de preparada el 20 de 

junio de 2016.  Alegó que ciertos funcionarios de Corrección le 

informaron que no habrían de cumplir con la orden del Tribunal a 

los efectos de retirar el dinero de su cuenta de comisaría “debido a 

que eso a ellos no le[s] corresponde realizar tal trámite”.4  Por el 

contrario, adujo que los funcionarios “optaron por ordenar hacer el 

                                                 
3 Véase, págs. 31-32 del apéndice del recurso. 
4 Véase, pág. 25 del apéndice del recurso. 
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cheque el cual tengo que enviar a la residencia de una prima... para 

que compre el sello de arancel y ella misma lo envíe directamente al 

tribunal debido a que los funcionarios no permitirán que el sello de 

arancel entre a la institución penal y posteriormente sea enviado por 

el demandante al tribunal.”5  Ello así, dado que el señor Silva 

desconocía cuánto tiempo podía demorar Corrección en hacer el 

cheque para luego él enviárselo a su prima, indicó que presentaba 

la moción para mantener informado al Tribunal sobre las gestiones 

realizadas. 

 El 6 de julio de 2016, el licenciado Guillermo Ramos Luiña 

compareció mediante una Moción Asumiendo Representación Legal.  

Alegó que había sido contratado para representar al señor Silva y 

que, junto a la moción, estaba anejando los aranceles 

correspondientes a la presentación de la Demanda.6 

El 13 de julio de 2016, el Estado presentó una Moción 

Solicitando Desestimación.  En esencia, reiteró los mismos 

argumentos plasmados en su Moción para que se Declare Nula la 

Demanda Presentada por No Cancelarse los Aranceles de 

Presentación presentada un mes antes.  Además, añadió que el 

Tribunal carecía de jurisdicción para emitir una orden 

concediéndole un término al apelante para cancelar los aranceles de 

la presentación de la Demanda, pues dicho defecto era 

insubsanable. 

Por su parte, el señor Silva, por conducto de su representación 

legal, presentó una Oposición [a] Moción Solicitando Desestimación el 

2 de agosto de 2016.  Alegó que el planteamiento del Estado a los 

efectos de que el Tribunal estaba impedido de concederle un término 

para cancelar los aranceles de la presentación de la Demanda partía 

de la premisa equivocada que la Demanda era nula ab initio.  Por el 

                                                 
5 Véase, pág. 26 del apéndice del recurso. 
6 Véase, pág. 34 del apéndice del recurso. 
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contrario, el señor Silva argumentó que, según resuelto por el 

Tribunal Supremo en Córdova v. Baquero, 47 DPR 108 (1934), 

“puede darse el caso de que un funcionario de una corte, 

inadvertidamente, sin intervención de la parte y sin intención de 

defraudar, deje de cancelar algún sello en determinado documento 

o cancele una cantidad menor de la requerida por la ley”.  En ese 

caso, si “algún tiempo después de radicada una alegación o de 

terminada una actuación judicial, el funcionario advierte la omisión, 

y la parte, a su ruego, cubre el déficit y subsana el error”, el Tribunal 

Supremo determinó que “la actuación judicial que adolece de este 

defecto puede ser anulable, pero no es nula per se.  Un error de esta 

naturaleza debe poder subsanarse por la parte a quien corresponde 

el pago de arancel.” Íd. 

Atendidas las posturas de ambas partes, el 15 de agosto de 

2016, notificada y archivada en autos el 16 de agosto de 2016, el 

TPI dictó Sentencia desestimando la Demanda presentada por el 

señor Silva bajo el fundamento de que la misma es nula por no 

haberse cancelado los aranceles correspondientes al momento de su 

presentación, por el señor Silva no haber solicitado litigar in forma 

pauperis y tampoco haber sido eximido del pago de los aranceles. 

Inconforme con dicha determinación, el señor Silva solicitó 

reconsideración, sin éxito.  Todavía insatisfecho, acude ante 

nosotros mediante el recurso de apelación de epígrafe, en el cual le 

imputa al TPI la comisión de los siguientes errores: 

A. ERRÓ EL HONORABLE TPI AL DESESTIMAR LA 
DEMANDA CONTRA LOS DEMANDADOS POR FALTA 

DE CANCELACIÓN DE ARANCELES TODA VEZ QUE 
NUESTRO ORDENAMIENTO JURÍDICO PERMITE EL 
PAGO DE ARANCELES A POSTERIORI CUANDO 

OCURRE SIN INTERVENCIÓN DE PARTE O 
INADVERTENCIA DE UN FUNCIONARIO JUDICIAL. 

 
B. ERRÓ EL HONORABLE TPI AL VIOLAR LA 
DOCTRINA DE LEY DEL CASO AL CONTRAVENIR CON 

SU ORDEN DE CONSIGNAR LOS SELLOS DE 
RADICACIÓN POSTERIOR A LA PRESENTACIÓN DE LA 
DEMANDA. 
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C. ERRÓ EL HONORABLE TPI AL VIOLAR EL 

DERECHO CONSTITUCIONAL DEL DEMANDANTE-
APELANTE EN CARÁCTER DE CONFINADO, A SU 

DEBIDO ACCESO A LA JUSTICIA. 
 

III. 

Todo litigante tiene que cumplir con su obligación de 

acompañar el pago de aranceles para iniciar el trámite de su causa 

de acción. De lo contrario, el recurso promovido resultaría inoficioso. 

Ley Núm. 47–2009, 32 LPRA sec. 1477 et seq. (Ley de Aranceles); In 

re: Aprobación de los Derechos Arancelarios, 192 DPR 397 (2015); 

M–Care Compounding et al. v. Dpto. de Salud, 186 DPR 159, 177 

(2012); Gran Vista I, Inc. v. Gutiérrez, 170 DPR 174, 191 (2007); 

Maldonado v. Pichardo, 104 DPR 778, 781 (1976).  Si un litigante 

omite adherir los sellos de rentas internas correspondientes, al 

comparecer por primera vez ante el Tribunal de Primera Instancia, 

el Tribunal de Apelaciones o el Tribunal Supremo, el recurso 

presentado podrá ser nulo e ineficaz. M–Care Compounding et al. v. 

Dpto. de Salud, supra, pág. 174.  El pago de aranceles es una de las 

condiciones necesarias para que se perfeccione cualquier recurso.  

De no cumplir con esta condición, el tribunal podrá tener por no 

presentado el recurso. Íd.; Meléndez v. Levitt & Sons. of P .R., Inc., 

106 DPR 437, 438–439 (1977); Maldonado v. Pichardo, supra, págs. 

781–782. 

Sin embargo, existen instancias en las que el Tribunal 

Supremo ha expresado que no se entenderá nulo un recurso 

presentado sin el pago de aranceles.  Cuando la deficiencia: “ocurre 

sin intervención de la parte ni intención de defraudar, sino por 

inadvertencia de un funcionario judicial, que acepta por 

equivocación un escrito sin pago alguno o por una cantidad menor 

de los aranceles que corresponden”, el escrito no se entenderá nulo. 

M–Care Compounding et al. v. Dpto. de Salud, supra, pág. 177.  

Tampoco será nulo un escrito judicial “... si la insuficiencia se debió 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1977019688&pubNum=0002995&originatingDoc=I6ca330c58cf511e89d59c04243316042&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_438&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Keycite)#co_pp_sp_2995_438
https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=Y&serNum=1977019688&pubNum=0002995&originatingDoc=I6ca330c58cf511e89d59c04243316042&refType=RP&fi=co_pp_sp_2995_438&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Keycite)#co_pp_sp_2995_438
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a las instrucciones erróneas del Secretario del tribunal, sin 

intervención de la parte, colusión o intención de defraudar”. Íd.  Así, 

en estos casos, el error puede corregirse por la parte que adeuda el 

arancel. Gran Vista I v. Gutiérrez y otros, supra, pág. 190. 

A manera de excepción y con el propósito de garantizar el 

acceso a la justicia a las personas indigentes o insolventes, en 

nuestro ordenamiento jurídico se permite a una parte incoar una 

causa de acción sin realizar el pago de aranceles, es decir, litigar in 

forma pauperis. Sec. 6, Ley de Aranceles de Puerto Rico, Ley Núm. 

17 de 11 de marzo de 1915, según enmendada, 32 LPRA sec. 1482; 

Regla 18 de las Reglas de Administración del Tribunal de Primera 

Instancia, 4 LPRA Ap. II–B, R. 1; Regla 78 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, 4 LPRA Ap. XXII–B, R. 78.  No obstante, 

para recibir tal exención, la parte promovente tendrá que presentar 

una declaración jurada ante el Secretario del Tribunal, en la que 

expondrá su incapacidad económica para sufragar el pago de los 

derechos arancelarios e incluirá una exposición de los asuntos que 

se propone plantear en su recurso. Sec. 6 de la Ley de Aranceles de 

Puerto Rico, supra; Regla 18 de las Reglas de Administración del 

Tribunal de Primera Instancia, supra; Regla 78 del Reglamento del 

Tribunal de Apelaciones, supra.  Le corresponde al solicitante 

acreditar, so pena de perjurio, que carece de los medios económicos 

para litigar. Gran Vista I, Inc. v. Gutiérrez, supra.  Una vez 

presentada y debidamente acreditada la solicitud para litigar in 

forma pauperis, si el tribunal concede la misma, la parte podrá litigar 

sin tener que realizar el pago de aranceles. 

Cabe señalar que en Puerto Rico no existe legislación o 

antecedentes jurídicos vinculantes que eximan a los confinados o 

confinadas del pago de aranceles en reclamaciones civiles. Tampoco 

existe una presunción de que el confinamiento implique insolvencia, 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=L&pubNum=1015876&cite=PRSSTT32S1482&originatingDoc=I6ca330c58cf511e89d59c04243316042&refType=LQ&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Keycite)
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ni procede eximir a un confinado de la responsabilidad del pago de 

aranceles de manera automática. 32 LPRA sec. 1500. 

IV. 

El señor Silva alega en su recurso que el TPI se equivocó al 

determinar que la Demanda era nula por este no haber cancelado 

los aranceles de presentación, por no haber solicitado litigar in forma 

pauperis y por no haber sido eximido de dicho pago.  También 

entiende que el Tribunal obró contra sus propios actos al desestimar 

la Demanda por nulidad, pues ya mediante la Minuta-Resolución le 

había autorizado cancelar los aranceles de presentación.  

Finalmente, el señor Silva argumenta que todo ello opera contra su 

derecho a tener acceso a la justicia. 

En primer lugar, no existe controversia sobre el hecho de que 

el señor Silva no canceló los aranceles correspondientes al momento 

de presentar la Demanda.  Tampoco existe controversia sobre el 

hecho de que el apelante no presentó una solicitud aparte para que 

se le autorizara litigar in forma pauperis.  Sin embargo, el apelante 

sí especificó en su comparecencia que lo hacía in forma pauperis y 

el funcionario o funcionaria de la Secretaría del TPI que recibió la 

Demanda la aceptó sin los aranceles de presentación y días después 

expidió los emplazamientos.  Es decir, sin intervención del señor 

Silva ni intención de defraudar o porque mediara colusión, 

inadvertidamente un funcionario judicial aceptó por equivocación 

un escrito sin pago alguno.  Según la jurisprudencia antes 

relacionada, este es precisamente uno de los casos en los que el 

error o deficiencia de pago puede corregirse por la parte que adeuda 

el arancel.  Por tanto, la Demanda no es nula ab initio sino anulable. 

Ello así, si el TPI entendía que la comparecencia “in forma 

pauperis” del señor Silva era insuficiente para que se le concediera 

permiso para litigar como indigente, debió emitir una Resolución 

negándole el permiso y exigiendo el pago de los aranceles de 

https://1.next.westlaw.com/Link/Document/FullText?findType=L&pubNum=1015876&cite=PRSSTT32S1500&originatingDoc=I6ca330c58cf511e89d59c04243316042&refType=LQ&originationContext=document&transitionType=DocumentItem&contextData=(sc.Keycite)
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presentación so pena de la desestimación de la Demanda, tal como 

lo hizo inicialmente en la Minuta-Resolución que obra en el 

expediente.  Por el contrario, al emitir la Sentencia desestimando la 

Demanda por nulidad y al rechazar el pago de los aranceles que 

realizó el licenciado Guillermo Ramos Luiña en representación del 

apelante, el Tribunal está privando al señor Silva de tener su día en 

corte en un pleito que comenzó en el año 2013 y no fue sino hasta 

el año 2016—después de tres años de litigio—que el Estado levantó 

por primera vez la falta de pago de los aranceles. 

V. 

 Por los fundamentos antes expuestos, se revoca la Sentencia 

apelada.  Se devuelve el caso al TPI para que acepte el pago de los 

aranceles realizado por el licenciado Guillermo Ramos Luiña y 

continúe con los procedimientos de conformidad con esta Sentencia. 

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria del 

Tribunal. La Jueza Soroeta Kodesh disiente con opinión escrita. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones
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VOTO DISIDENTE EN RECONSIDERACIÓN DE LA HON. IRENE 
S. SOROETA KODESH 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 28 de septiembre de 2018. 

Atendida la Moción de Reconsideración presentada el 22 de 

mayo de 2018 por el apelante, el Sr. Ramón Silva Rodríguez (en 

adelante, el apelante), procede declarar la misma No Ha Lugar.  

En primer lugar, a tenor con lo resuelto en la Sentencia 

emitida por este Tribunal el 8 de mayo de 2018 en el caso de autos, 

es forzoso concluir que procedía confirmar la desestimación de la 

Demanda de epígrafe por falta del pago de aranceles decretada por 

el Tribunal de Primera Instancia.  Es menester recalcar que una de 

las formalidades indispensables y condiciones impuestas para el 

adecuado perfeccionamiento de un recurso es el pago de los 

derechos arancelarios correspondientes al momento de su 

presentación.  Véanse, M-Care Compounding et al. v. Depto de Salud, 

186 DPR 159, 174 (2012); In re Aprobación Der. Arancelarios R.J., 

179 DPR 985 (2010).  En específico, la Sección 5 de la Ley Núm. 17 

de 11 de marzo de 1915, 32 LPRA sec. 1481, establece que serán 

nulos todos los documentos judiciales a los que no se adhieran los 
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sellos de rentas internas requeridos.  Gran Vista I v. Gutiérrez y 

otros, 170 DPR 174, 189 (2007). 

El requisito de pagar esos aranceles y de adherir los sellos de 

rentas internas a todo escrito judicial pretende cubrir los gastos 

asociados a los trámites judiciales.  M-Care Compounding et al. v. 

Depto de Salud, supra, citando en nota al calce a Gran Vista I v. 

Gutiérrez y otros, 170 DPR 174, 188 (2007).  En consecuencia, el 

Tribunal Supremo de Puerto Rico ha reiterado que es nulo e ineficaz 

un escrito judicial presentado sin los sellos de rentas internas que 

la ley ordena cancelar.  M-Care Compounding et al. v. Depto. de 

Salud, supra, a las págs. 175-176; Gran Vista I v. Gutiérrez y otros, 

supra, a la pág. 189; véase, además, la sección 5 de la Ley Núm. 17, 

32 LPRA sec. 1481.  La anterior normativa persigue evitar la evasión 

tributaria que defrauda el fisco.  Gran Vista I v. Gutiérrez y otros, 

supra, citando a Salas v. Baquero, 47 DPR 108,113-114 (1934).   

Ahora bien, la norma antes referida que dispone la nulidad de 

los escritos judiciales presentados sin pagar los aranceles 

correspondientes, no es una inflexible, pues tiene sus excepciones.  

M-Care Compounding et al. v. Depto. de Salud, supra, a la pág. 176.  

Nuestro ordenamiento jurídico reconoce como excepción que una 

persona indigente queda exenta del pago de aranceles.  A esos 

efectos, la sección 6 de la Ley Núm. 17, 32 LPRA sec. 1482, permite 

a cualquier parte en un pleito a litigar in forma pauperis por medio 

de la presentación de una declaración jurada exponiendo su 

imposibilidad de pagar dichos derechos, junto con una copia de la 

demanda o recurso que se propone presentar.  Si el juez juzgare 

suficiente en derecho la demanda y estimare probada la incapacidad 

para satisfacer los derechos requeridos, permitirá que se anote 

dicha demanda, y el demandante tendrá derecho a todos los 

servicios como si los derechos hubiesen sido satisfechos.  Gran Vista 

I v. Gutiérrez y otros, supra, a la pág. 193.  Le corresponde al 
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solicitante demostrar su insolvencia, pues la concesión del privilegio 

de litigar con el beneficio de insolvencia debe interpretarse 

estrictamente.  Gran Vista I v. Gutiérrez y otros, supra, a la pág. 191.  

A su vez, no existe ningún derecho constitucional a presentar un 

recurso in forma pauperis.  Id., citando a Padilla v. García, 61 DPR 

734, 735 (1943).   

Como asunto medular, en el presente caso, no surge que el 

apelante pagara oportunamente los aranceles de presentación.  

Tampoco se desprende que este solicitara la correspondiente 

autorización para litigar in forma pauperis, tal y como exige la Ley 

Núm. 17, supra.  Más aún, en su moción de reconsideración ante el 

foro primario, el propio apelante admitió no haber solicitado permiso 

para tramitar la Demanda in forma pauperis.   

A tales efectos, destacamos que en nuestra jurisdicción no 

existe legislación o precedentes jurídicos que releven a los 

confinados del pago de aranceles en reclamaciones civiles.  Tampoco 

existe una presunción de que el estado de confinamiento per se 

equivale a un estado de insolvencia.  Por consiguiente, le 

correspondía al apelante demostrar su insolvencia al momento de 

presentar la Demanda, lo cual no hizo.  Como expresara 

anteriormente, la norma aplicable al pago de aranceles no es 

inflexible, ni automática y los tribunales deben tomar en 

consideración cuando se trata de litigantes que actúan por derecho 

propio y a aquellos que solicitan litigar en forma pauperis.  Gran 

Vista I v. Gutiérrez y otros, supra, a las págs. 190-191.  No obstante, 

en ausencia de una petición para litigar en forma pauperis, procede 

desestimar una reclamación en el que no se habían adherido los 

referidos derechos y aranceles de presentación.  Id., a la pág. 194.  

En fin, en el caso de autos, el foro a quo no tenía otra opción que 

desestimar el pleito, por carecer de jurisdicción para atender el 

mismo.   
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En segundo lugar, es improcedente el dictamen revocatorio en 

reconsideración, toda vez que la Demanda de autos versa sobre una 

reclamación en daños y perjuicios en contra del Estado Libre 

Asociado de Puerto Rico, por lo que involucra el desembolso de 

fondos públicos.  Cabe recordar que el 5 de diciembre de 2013, el 

apelante incoó una Demanda sobre daños y perjuicios en contra del 

Estado en la que alegó haber sido víctima de discrimen y de sufrir 

humillaciones, luego de que se presentara una Querella en su contra 

por supuestamente haber incurrido en exposiciones deshonestas 

dentro de su celda.  Debido a la naturaleza del reclamo del apelante, 

el caso de epígrafe quedó paralizado a consecuencia del Título III de 

PROMESA. 

El 30 de junio de 2016, entró en vigor la Oversight, 

Management, and Economic Stability Act, conocida como PROMESA, 

por sus siglas en inglés, 48 USC secs. 2101 et seq., promulgada por 

el Congreso de los Estados Unidos al amparo del Artículo IV, Sección 

3, de la Constitución de los Estados Unidos.1  Const. EE.UU., LPRA, 

Tomo I.  El Título III de PROMESA permite que ciertas entidades 

(“covered entities”) del Gobierno de Puerto Rico, y representadas por 

la Junta de Supervisión y Administración Financiera (en adelante, 

la Junta), presenten una Petición de Quiebra.  En estrecha relación 

con lo anterior, resulta imprescindible destacar que la Sección 

301(a) de PROMESA, 48 USC sec. 2161(a), incorporó al aludido 

estatuto las disposiciones relacionadas a las paralizaciones 

automáticas (“automatic stays”), según codificadas en las Secciones 

362(a) y 922(a) del Código de Quiebras de los Estados Unidos, 11 

                                                 
1 El Artículo IV, Sección 3, de la Constitución de los Estados Unidos dispone como 

sigue a continuación:  

El Congreso tendrá facultad para disponer y formular todos los 

reglamentos y reglas necesarios con respecto al Territorio y otros 

bienes que pertenezcan a los Estados Unidos, y ninguna parte de 
esta Constitución será interpretada de manera que cause perjuicio 

a los derechos reclamados por los Estados Unidos o por cualquier 

Estado individual.  
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USC secs. 362(a) y 922(a).  Por consiguiente, una vez la Junta de 

Supervisión y Administración Financiera (Financial Oversight and 

Management Board) presenta una Petición de Quiebra a favor de 

alguna de las entidades cubiertas por PROMESA, entra en efecto, de 

manera automática, la paralización del Código de Quiebras, que 

impide, entre otras cosas, el comienzo o la continuación de cualquier 

proceso judicial, administrativo o de otra índole que fue o pudo 

haber sido interpuesto en contra de la entidad gubernamental, o 

para ejercitar cualquier acción, cuyo derecho nació antes de que se 

iniciara la quiebra.  Véase, Marrero Rosado v. Marrero Rosado, 178 

DPR 476, 491 (2010); Morales v. Clínica Femenina de P.R., 135 DPR 

810, 820 (1994).   

 El Tribunal Supremo de Puerto Rico ha expresado que el 

objetivo principal de la paralización es liberar al deudor de presiones 

financieras mientras se dilucida el procedimiento de quiebra.  Véase, 

Lacourt Martínez et al. v. Jta. Lib. Et al., Op de 3 de agosto de 2017, 

2017 TSPR 144 a la pág. 4, 198 DPR ____ (2017), citando a 3 Collier 

on Bankruptcy, sec. 362.03 esc. 6.  Como norma general, la 

paralización mantiene toda su fuerza o vigor hasta que el caso 

generado por la petición de quiebra se deniegue o desestime o hasta 

que se releve (“discharge”) total o parcialmente al deudor quebrado 

de sus obligaciones.  Véase, Sec. 362(c) del Código de Quiebras de 

los Estados Unidos, 11 USC sec. 362(c). 

En lo que atinente al caso de autos, el 3 de mayo de 2017, la 

Junta de Supervisión y Administración Financiera, en 

representación del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, presentó 

una Petición de Quiebra ante el Tribunal de Distrito de Puerto Rico 

al amparo del Título III de PROMESA, supra.  Consecuentemente, a 

partir del 3 de mayo de 2017, se activó una paralización sobre todos 

los procedimientos y causas de acción que surgieron con 

anterioridad a esa fecha en lo que respecta al Estado, sus ramas de 
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gobierno y todas aquellas agencias y departamentos por los que este 

pueda responder.  Debido a que el caso de autos versa sobre una 

reclamación de daños en contra del Estado y conlleva un 

desembolso monetario, el mismo está cobijado por la paralización 

automática, por virtud del Título III de PROMESA, supra.  En 

atención a la naturaleza del reclamo del apelante, resulta forzoso 

concluir que el caso de autos quedó paralizado a consecuencia de la 

legislación federal antes citada. 

En atención a lo anterior, procedía que se ordena el archivo 

administrativo del caso hasta tanto una de las partes certifique que 

se ha levantado la paralización, debido a la conclusión del 

procedimiento de quiebras o mediante una solicitud a esos efectos, 

según establece la Sección 362(d) del Código de Quiebras de los 

Estados Unidos, 11 USCA 362(d). 

En virtud de los fundamentos antes expresados, denegaría la 

solicitud de reconsideración presentada por el apelante el 22 de 

mayo de 2018.  En todo caso, resulta improcedente reconsiderar la 

Sentencia emitida el 8 de mayo de 2018 y me reitero en los 

fundamentos allí expuestos.  Además, estimo que resulta 

improcedente el dictamen en reconsideración en el que se revoca la 

Sentencia desestimatoria apelada y se devuelve el caso al Tribunal 

de Primera Instancia para la continuación de los procedimientos, 

debido a que el presente caso está paralizado al amparo del Título 

III de PROMESA, supra.    

   

     Irene S. Soroeta Kodesh 

       Jueza de Apelaciones 

 

 

 


